
  

 

 
 
Bogotá D.C., 13 de marzo de 2024 
 
 
Señora  
JUEZ VEINTICUATRO (24) LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
Dra. NOHORA PATRICIA CALDERÓN ÁNGEL 
jlato24@cendoj.ramajudicial.gov.co- SIUGJ 
E.S.D. 
 
 

Referencia: Contestación de demanda  
Demandante: CILIA MARITZA PINTO MORA 
Demandados: COLFONDOS PENSIONES Y CESANTÍAS S.A. Y OTROS.  
Radicado: 110013105024-20240025300 
 

 
 

PAOLA VANESSA MANRIQUE VILLANUEVA, mayor de edad, abogada en 
ejercicio, identificada con cédula de ciudadanía No. 53.011.652 de Bogotá y 
portadora de la tarjeta profesional No. 161.452 del C.S. de la J, actuando en calidad 
de apoderada de la sociedad COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS, 
conforme a la documentación anexa, estando dentro del término de traslado, 
procedo a contestar la demanda presentada por la señora CILIA MARITZA PINTO 
MORA en contra de mi representada, la cual se tramita en su Despacho, bajo el 
radicado previamente señalado, en los siguientes términos: 
 
 

I. RESUMEN DE LA DEFENSA 
 

• La demandante se encuentra en los supuestos de hecho de la Ley 2381 
sancionada en julio 16 de 2024, razón por la cual podría ser beneficiaria de la 
ventana de oportunidad prescrita por el Art. 76 de la reforma pensional, bajo la 
cual, realizada la doble asesoría y cumplidos los requisitos legales es posible el 
regreso al régimen de prima media con prestación definida a cargo de 
Colpensiones y la activación de su afiliación en dicha administradora. 

• Por lo anterior, se deberá considerar la realización de la doble asesoría con el 
fin de acceder al reingreso de la demandante en el régimen de prima media, a 
fin de satisfacer sus pretensiones, descongestionar la justicia ordinaria laboral y 
dar cumplimiento a los principios de sostenibilidad, equilibrio financiero del 
Sistema General de Seguridad Social, entre otros. 
   

II. FRENTE A LOS HECHOS 

1. NO ME CONSTA, es un hecho ajeno a mi representada, por lo que nos atenemos 
a la prueba que se recaude en dicho sentido y en todo caso, conforme al reporte 
emitido por el Ministerio de Hacienda de Bonos Pensionales, al parecer dicha 
afirmación es cierta, sin embargo, no es mi representada la llamada a certificar dicha 
información. 

2. ES CIERTO. Conforme se observa del consolidado de semanas aportado en esta 
contestación. 

3. NO ES CIERTO COMO LO PRESENTA LA APODERADA DE LA DEMANDANTE. 
Tal como lo prescribía la normatividad legal vigente a la época del traslado, y en los 
términos de la Sentencia SL1452-2019 emitida por la Sala de Casación de la Corte 
Suprema de Justicia, resulta inviable que se requiera de mi representada a: 
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“acreditar entrega de información mediante comparativos o parangones entre 
regímenes que jamás fueron objeto de regulación por parte de la ley o de la 
superintendencia financiera al inicio de la actividad de afiliación al fondo.  

Es así como, al hacer un recuento de los textos de la normatividad relacionada con 
la obligación de asesoría y transparencia, todos ellos establecen dicha obligación 
de forma general y abstracta, sin que se enlistara claramente, desde la emisión 
de la Ley 100 de 1993 los ítems, temas y comparativos que debía comprender 
la obligación de asesoría por parte de la AFP para entenderse transparente, 
clara y completa. Por lo tanto, no puede endilgarse al fondo una responsabilidad 
que solo nace por medio del avance jurisprudencial, y que fue omitida por el 
legislador desde la creación de la Ley 100. En consecuencia, quien determinó que 
entiende por asesoría fue a medida del tiempo la rama judicial…” 
 

4. NO ES CIERTO COMO LO PRESENTA LA APODERADA DE LA DEMANDANTE. 
Tal como lo prescribía la normatividad legal vigente a la época del traslado, y en los 
términos de la Sentencia SL1452-2019 emitida por la Sala de Casación dela Corte 
Suprema de Justicia, resulta inviable que se requiera de mi representada a:  

“acreditar entrega de información mediante comparativos o parangones entre 
regímenes que jamás fueron objeto de regulación por parte de la ley o de la 
superintendencia financiera al inicio de la actividad de afiliación al fondo.  

Es así como, al hacer un recuento de los textos de la normatividad relacionada con 
la obligación de asesoría y transparencia, todos ellos establecen dicha obligación 
de forma general y abstracta, sin que se enlistara claramente, desde la emisión 
de la Ley 100 de 1993 los ítems, temas y comparativos que debía comprender 
la obligación de asesoría por parte de la AFP para entenderse transparente, 
clara y completa. Por lo tanto, no puede endilgarse al fondo una responsabilidad 
que solo nace por medio del avance jurisprudencial, y que fue omitida por el 
legislador desde la creación de la Ley 100. En consecuencia, quien determinó que 
entiende por asesoría fue a medida del tiempo la rama judicial…” 
 

5. NO ES CIERTO COMO LO PRESENTA LA APODERADA DE LA DEMANDANTE. 
Tal como lo prescribía la normatividad legal vigente a la época del traslado, y en los 
términos de la Sentencia SL1452-2019 emitida por la Sala de Casación dela Corte 
Suprema de Justicia, resulta inviable que se requiera de mi representada a: 

“acreditar entrega de información mediante comparativos o parangones entre 
regímenes que jamás fueron objeto de regulación por parte de la ley o de la 
superintendencia financiera al inicio de la actividad de afiliación al fondo.  

Es así como, al hacer un recuento de los textos de la normatividad relacionada con 
la obligación de asesoría y transparencia, todos ellos establecen dicha obligación 
de forma general y abstracta, sin que se enlistara claramente, desde la emisión 
de la Ley 100 de 1993 los ítems, temas y comparativos que debía comprender 
la obligación de asesoría por parte de la AFP para entenderse transparente, 
clara y completa. Por lo tanto, no puede endilgarse al fondo una responsabilidad 
que solo nace por medio del avance jurisprudencial, y que fue omitida por el 
legislador desde la creación de la Ley 100. En consecuencia, quien determinó que 
entiende por asesoría fue a medida del tiempo la rama judicial…” 
 

6. NO ES CIERTO COMO LO PRESENTA LA APODERADA DE LA DEMANDANTE. 
Tal como lo prescribía la normatividad legal vigente a la época del traslado, y en los 
términos de la Sentencia SL1452-2019 emitida por la Sala de Casación dela Corte 
Suprema de Justicia, resulta inviable que se requiera de mi representada a: 

“acreditar entrega de información mediante comparativos o parangones entre 
regímenes que jamás fueron objeto de regulación por parte de la ley o de la 
superintendencia financiera al inicio de la actividad de afiliación al fondo.  



  

 

Es así como, al hacer un recuento de los textos de la normatividad relacionada con 
la obligación de asesoría y transparencia, todos ellos establecen dicha obligación 
de forma general y abstracta, sin que se enlistara claramente, desde la emisión 
de la Ley 100 de 1993 los ítems, temas y comparativos que debía comprender 
la obligación de asesoría por parte de la AFP para entenderse transparente, 
clara y completa. Por lo tanto, no puede endilgarse al fondo una responsabilidad 
que solo nace por medio del avance jurisprudencial, y que fue omitida por el 
legislador desde la creación de la Ley 100. En consecuencia, quien determinó que 
entiende por asesoría fue a medida del tiempo la rama judicial…” 
 

7. NO ES CIERTO COMO LO PRESENTA LA APODERADA DE LA DEMANDANTE. 
Tal como lo prescribía la normatividad legal vigente a la época del traslado, y en los 
términos de la Sentencia SL1452-2019 emitida por la Sala de Casación dela Corte 
Suprema de Justicia, resulta inviable que se requiera de mi representada a: 

“acreditar entrega de información mediante comparativos o parangones entre 
regímenes que jamás fueron objeto de regulación por parte de la ley o de la 
superintendencia financiera al inicio de la actividad de afiliación al fondo.  

Es así como, al hacer un recuento de los textos de la normatividad relacionada con 
la obligación de asesoría y transparencia, todos ellos establecen dicha obligación 
de forma general y abstracta, sin que se enlistara claramente, desde la emisión 
de la Ley 100 de 1993 los ítems, temas y comparativos que debía comprender 
la obligación de asesoría por parte de la AFP para entenderse transparente, 
clara y completa. Por lo tanto, no puede endilgarse al fondo una responsabilidad 
que solo nace por medio del avance jurisprudencial, y que fue omitida por el 
legislador desde la creación de la Ley 100. En consecuencia, quien determinó que 
entiende por asesoría fue a medida del tiempo la rama judicial…” 
 

8. NO ES CIERTO COMO LO PRESENTA LA APODERADA DE LA DEMANDANTE. 
Tal como lo prescribía la normatividad legal vigente a la época del traslado, y en los 
términos de la Sentencia SL1452-2019 emitida por la Sala de Casación dela Corte 
Suprema de Justicia, resulta inviable que se requiera de mi representada a: 

“acreditar entrega de información mediante comparativos o parangones entre 
regímenes que jamás fueron objeto de regulación por parte de la ley o de la 
superintendencia financiera al inicio de la actividad de afiliación al fondo.  

Es así como, al hacer un recuento de los textos de la normatividad relacionada con 
la obligación de asesoría y transparencia, todos ellos establecen dicha obligación 
de forma general y abstracta, sin que se enlistara claramente, desde la emisión 
de la Ley 100 de 1993 los ítems, temas y comparativos que debía comprender 
la obligación de asesoría por parte de la AFP para entenderse transparente, 
clara y completa. Por lo tanto, no puede endilgarse al fondo una responsabilidad 
que solo nace por medio del avance jurisprudencial, y que fue omitida por el 
legislador desde la creación de la Ley 100. En consecuencia, quien determinó que 
entiende por asesoría fue a medida del tiempo la rama judicial…” 
 

9. NO ES CIERTO COMO LO PRESENTA LA APODERADA DE LA DEMANDANTE. 
Mi representada emitió las comunicaciones a lugar, las cuales cruzó con la parte 
actora mediante el envío de información constante a las direcciones de notificación 
suministradas por ella. Prueba de ello son los diferentes extractos trimestrales 
remitidos junto con la información relevante de sus derechos pensionales, veamos: 



  

 

 

Fuente: Reporte aplicativo sobre remisión de extractos 

Igualmente, se anexan los extractos remitidos en abril de 2022 y enero de 2025. 

10. NO ES CIERTO COMO LO PRESENTA LA APODERADA DE LA DEMANDANTE. 
Tal como se indicó al dar respuesta a los hechos 3 al 9, para la época del traslado 
de la actora, se dio cumplimiento pleno a los requisitos prestablecidos por la 
normatividad vigente a la época, tanto para la afiliación inicial en el año 1993 como 
para la de salida en el 2000. 

11. NO ES CIERTO. Tal como se ha venido manifestando en manera alguna mi 
representada mantuvo en error o incumplió los deberes de información prescritos 
por la normatividad vigente al momento de la afiliación inicial y último o traslado de 
salida de la demandante.  

12. NO ES CIERTO COMO LO PRESENTA LA APODERADA DE LA DEMANDANTE. 
Tal como se indicó al dar respuesta a los hechos 3 al 9, para la época del traslado 
de la actora, se dio cumplimiento pleno a los requisitos prestablecidos por la 
normatividad vigente a la época, reiterándose lo anterior, tanto para la afiliación 
inicial en el año 1993 como para la de salida o último traslado en el año 2000. 

13. NO ME CONSTA, es un hecho ajeno a mi representada, por lo que nos atenemos 
a la prueba que se recaude en dicho sentido, recalcándose en todo caso que, es el 
momento de hacer uso de la prerrogativa establecida por la Ley 2381 de 2024 
sancionada el 16 de julio de 2024 o Reforma Pensional, en la cual se destaca la 
denominada ventana de oportunidad. 

14. NO ME CONSTA, es un hecho ajeno a mi representada, por lo que nos atenemos 
a la prueba que se recaude en dicho sentido, recalcándose en todo caso que, es el 
momento de hacer uso de la prerrogativa establecida por la Ley 2381 de 2024 
sancionada el 16 de julio de 2024 o Reforma Pensional, en la cual se destaca la 
denominada ventana de oportunidad. 

15. NO ME CONSTA, es un hecho ajeno a mi representada, por lo que nos atenemos 
a la prueba que se recaude en dicho sentido, recalcándose en todo caso que, es el 
momento de hacer uso de la prerrogativa establecida por la Ley 2381 de 2024 
sancionada el 16 de julio de 2024 o Reforma Pensional, en la cual se destaca la 
denominada ventana de oportunidad. 

16. NO ME CONSTA, es un hecho ajeno a mi representada, por lo que nos atenemos 
a la prueba que se recaude en dicho sentido, recalcándose en todo caso que, es el 
momento de hacer uso de la prerrogativa establecida por la Ley 2381 de 2024 
sancionada el 16 de julio de 2024 o Reforma Pensional, en la cual se destaca la 
denominada ventana de oportunidad. 



  

 

17. ES CIERTO. 

18. NO ES CIERTO. Mi representada dio respuesta a la petición de la demandante el 
31 de julio de 2024 y en ningún momento negó la solicitud en lo que refiere al 
reingreso a Colpensiones, antes bien se le informó la posibilidad de hacer uso de la 
doble asesoría pensional, a fin de acogerse a la ventana de oportunidad 
mencionada anteriormente. Se anexa la comunicación. 

 
III. HECHOS DE MI REPRESENTADA 

 
1. Con la vigencia de la Ley 100 de 1993 se creó el sistema de Ahorro Individual con 

Solidaridad – RAIS. 
 

2. COLFONDOS S.A., PENSIONES Y CESANTIAS se constituyó mediante matrícula 
No. 00479284 el 26 de noviembre de 1991. 

 
3. Válidamente, se recibió a la demandante a partir de noviembre de 1995, quien 

venía trasladada del denominado régimen de prima media administrado en esa 
entonces por el ISS hoy Colpensiones. 

 
4. La demandante, nuevamente presentó otro traslado a la AFP Santander, hoy 

PROTECCIÓN S.A. en el año 2000. 
 

5. Sin embargo, en el año 2001 retornó a COLFONDOS y hasta la fecha continúa en 
nuestra AFP. 

 
6. Con la Reforma Pensional y su entrada en vigor a partir de julio 16 de 2024, 

conforme a su artículo 76, se abrió para los afiliados la oportunidad de traslado. 
 

7. Los requisitos de este fueron reglamentados por el Gobierno Nacional mediante el 
Decreto 1225 de 2024. 

 
a. Un mínimo de 750 semanas cotizadas, para el caso de las mujeres, y 

como mínimo 900 semanas cotizadas, para el caso de los hombres. 
b. Tener menos de 10 años para tener la edad de pensión. 
c. No tener reconocida la pensión o no haber recibido la devolución de 

saldos o indemnización sustitutiva. 
d. Haber recibido la doble asesoría. 

 
8. La demandante cumple con los requisitos para la aplicación de la figura anotada, 

siempre y cuando realice las actividades tendientes a la doble asesoría, ante 
Colfondos y Colpensiones, respectivamente. 
 

 
IV. PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS PRETENSIONES 

 
Me opongo a todas y cada una de las pretensiones consignadas en el escrito de 
demanda  por ser carentes de fundamentos, tanto fácticos como legales; en su 
lugar, solicito la absolución de mi representada y la condena en costas  a la 
demandante. Atendiendo a lo señalado en el numeral 2º del artículo 31 del C.P.T 
y SS., procedo a hacer un pronunciamiento expreso de todas y cada una de las 
pretensiones con fundamento en lo siguiente: 

 
1. ME OPONGO. a que se declare que la ineficacia del traslado realizado, en tanto 

bajo las previsiones legales de la época, tanto el traslado inicial como el último, 
fueron realizados en forma correcta, sin que se indujera en ningún error a la 
actora.  
 



  

 

2. ME OPONGO. Si bien la pretensión carece del verbo complemento de la 
oración, por lo que resultaría ininteligible, asumiendo que lo registrado es la 
devolución de dichas sumas, igualmente me opongo, toda vez que los traslados 
realizados se hicieron bajo las previsiones legales de la época, en forma legal, 
correcta y con la más prístina buena de parte de mi representada, sin que se 
indujera en ningún error a la actora.  
 
Más aún cuando conforme a la jurisprudencia y legislación civil y comercial las 
sumas relacionadas con las primas de seguros, no hacen parte de la cuenta de 
ahorro individual de la actora, sino consisten en emolumentos dirigidos hacia 
un tercero como son las Aseguradoras que más adelante se detallan, con 
quienes se estableció una relación aparte a la suscrita con la afiliada y por lo 
cual, amparados desde el pasado los riesgos asegurados, resulta imposible la 
devolución de dichos gastos, ni sus rendimientos, frutos o sumas adicionales. 
 

3. NI  ME ALLANO NI ME OPONGO. Es una pretensión que no va dirigida hacia 
mi representada. 

 
4. ME OPONGO, teniendo en cuenta la inviabilidad de la declaración y condenas 

previstas en el líbelo, quien deberá asumir el pago de costas deberá ser la parte 
actora. 

 
5. ME OPONGO, teniendo en cuenta la inviabilidad de la declaración y condenas 

previstas en el líbelo, no se configuran los elementos necesarios para la 
aplicación de lo ultra extra y petita por parte de la Señora Juez. 

 
No obstante, se reitera la oportunidad con la que cuenta la demandante para hacer 
uso de la ventana de oportunidad regulada en la 2381 de 2024 o Reforma 
Pensional, tal como se le indició desde la contestación de su petición en julio del 
año pasado por parte de mi prohijada. 

 
V. EXCEPCIONES  

 
a. PREVIAS 

 
FALTA DE INTEGRACIÓN DEL LITISCONSORCIO NECESARIO. 
 
Esta excepción se sustenta de conformidad con el art. 100 numeral 9° del C.G.P. 
aplicable por remisión legal del art. 145 del C.P.T.S.S., en tanto no se ha citado a 
las personas jurídicas como litisconsortes necesarias para el presente caso. 
 
Se debe tener en cuenta lo siguiente: 
 

1. COLFONDOS S.A. suscribió con las siguientes Aseguradoras, pólizas de 
garantía, a fin de cumplir con su obligación legal de aseguramiento en la 
administración de recursos de la seguridad social y dentro de los siguientes 
respectivos extremos temporales, que se señalan a continuación: 

 
a) Con la Aseguradora COLSEGUROS – ALLIANZ, desde el 01 de enero de 

1995 hasta el 31 de diciembre de 2000, se anexan. 
 

b) Con la Aseguradora BOLIVAR, desde el 01 de enero de 2005 hasta el 31 de 
diciembre de 2008, se anexan. 

 
c) Con la Aseguradora MAPFRE, desde el 01 de enero de 2009 hasta el 31 de 

diciembre de 2014, se anexan. 
 

 



  

 

d) Con la Aseguradora BOLIVAR, desde el 01 de julio de 2016, siguiendo 
vigente a la fecha, se anexan. 
 

 
Por lo anterior, las Aseguradoras mencionadas deben ser llamadas a la litis, de 
conformidad con las garantías mencionadas, por las eventualidades de tipo 
previsional que surgieron en la relación con la afilada. 
 
 

b. DE FONDO 
 
• Configuración de la ventana de oportunidad, a raíz de la Ley 2381 de 2024 

sancionada en julio 16 y su Decreto Reglamentario. 
 
 
En el presente caso se observa que la demanda carecería de objeto, en tanto la 
demandante cuenta con la posibilidad de realizar la doble asesoría y obtener su 
activación en el régimen de prima media a cargo de Colpensiones, sin tener que 
acudir al trámite judicial, tal como se le advirtió desde la respuesta a la petición de 
mayo de 2024. 
 
La ventana de oportunidad, consiste en la posibilidad de realizar el trámite de la 
reactivación en Colpensiones en vía administrativa, sin tener que agotar los 
mecanismos procesales ante la justicia ordinaria laboral para ello. 
 
Establecida por la Reforma Pensional, dicha normativa encontró su regulación 
mediante el Decreto 1225 de 2024, precepto que señala los siguientes requisitos 
para ello:  
 

• Un mínimo de 750 semanas cotizadas, para el caso de las mujeres, y como 
mínimo 900 semanas cotizadas, para el caso de los hombres. 

• Tener menos de 10 años para tener la edad de pensión. 
• No tener reconocida la pensión o no haber recibido la devolución de saldos 

o indemnización sustitutiva. 
• Haber recibido la doble asesoría. 

 
 
En el caso de la accionante cuenta con la densidad de semanas, requisitos etarios 
y de no devolución de saldos, faltándole únicamente que se acerque ante las 
entidades respectivas a realizar la Doble asesoría, tal como se le indicó 
previamente, en comunicación de julio 30 de 2004. 
 
• Ausencia de vicios del consentimiento, libre escogencia y traslado de 

régimen. 
 
 
Conforme a los principios de la Ley 100 de 1993 vigente a la época de los traslados 
y Decreto 663 del mismo año, no solo se garantizó la libertad de escogencia del 
régimen pensional y su traslado a la parte demandante, sino que además, en 
manera alguna se indujo a error, o se impuso fuerza o dolo ni existió fraude en la 
afiliación ni error de hecho para sus traslados. 
 
• Cumplimiento del deber de asesoría e información de conformidad con el 

momento de afiliación de la demandante. 
 
Concordante con la anterior excepción, se reitera que se dio cumplimiento pleno y 
legal al deber de asesoría e información a la demandante, de conformidad con la 
legislación vigente al momento de dichos hechos. 



  

 

• Inexistencia de la obligación 
 
No existe fundamentación fáctica ni jurídica bajo a cual pueda entender que 
COLFONDOS S.A. tenga alguna obligación pendiente con la demandante, menos 
aún cuando amparados en la legislación vigente al momento de los traslados se dio 
la información y se atendieron los procedimientos legales prestablecidos para ello 
de manera correcta y sin que se pretendiera inducir a error alguno 

• Prescripción 

 

Sin que de ninguna manera se entienda como un reconocimiento de los hechos y 
pretensiones aducidos con el escrito de la demanda se propone esta excepción 
correspondiente a cualquier derecho que eventualmente se hubiese causado a 
favor del demandante y que de conformidad con las normas legales y con las 
probanzas del juicio quede cobijado con el fenómeno de la prescripción, según lo 
previsto en el artículo 488 del CST. 

 
• Imposibilidad de condena por sumas adicionales: gastos de 

administración y/o prima de seguros, frutos, rendimientos otras sumas - 
Cobro de lo no debido 

 
Esta excepción se sustenta en que se pretende el cobro de sumas de dinero que mi 
representada no adeuda a la demandante, no solo por cuanto el traslado no debe 
ser declarado ineficaz, sino porque sin que exista allanamiento frente a pretensión 
alguna, los gastos relacionados con primas de seguro no pueden ser objeto de la 
presente acción. 
 

• Derecho a ser juzgado con imparcialidad. 
 
Vale la pena precisar en el presente caso, que no puede existir un sesgo bajo el 
cual no se cumplan los derechos fundamentales al debido proceso y defensa de mi 
representada, razón por la cual, debe garantizarse la plena imparcialidad por parte 
de la justicia ordinaria laboral. 
 

• Saneamiento de cualquier presunta ineficacia de la afiliación 
 
Sin que implique aceptación de hechos y pretensiones se propone la presente 
excepción en los siguientes términos: 
 
En gracia de discusión, que se acepte que existió nulidad relativa de la afiliación por 
la presunta falta desinformación, es claro que la misma quedó subsanada por las 
razones que pasarán a explicarse. 
 
En el caso que nos ocupa se presentó el fenómeno de la ratificación tácita por  parte 
de la parte demandante, de conformidad con lo estipulado en el artículo 1754 del 
Código Civil. 
 
Bajo tal recuento, queda claro que de manera tácita la parte demandante dio por 
subsanado cualquier posible nulidad generada en la afiliación que se demanda; se 
tiene que por más de 20 años, la parte demandante ha estado vinculada en  distintas 
AFP dando a entender de manera inequívoca que conscientemente su deseo es el 
de pertenecer al RAIS. 
 
Lo dicho anteriormente, se infiere de manera lógica en el hecho de que no existe 
prueba de que la parte demandante en todo el tiempo que lleva dentro del sistema 
de ahorro individual con solidaridad hubiera manifestado tener dudas sobre el  
régimen o hubiera solicitado información adicional, razón por la cual es clara la 
existencia de ratificación tácita 



  

 

• Obligación a cargo exclusivamente de un tercero  
 
En el caso presente, en el evento en que la parte demandante tuviera derecho al 
traslado de régimen, ésta se encontraría a cargo exclusivamente de 
COLPENSIONES, en razón a que es dicha entidad la que tiene la obligación de 
solicitar el traslado de aportes del demandante y de aceptar la afiliación de la parte 
actora 
 

• Nadie puede alegar su propia culpa a su favor “nemo auditurpropriam 
turpitudinem allegans” 
 

Nadie puede alegar su propia culpa a su 
favor “nemo auditurpropriam turpitudinem allegans”, principio según la cual “Una 
persona no es digna de ser oída ni menos pretender el reconocimiento de un bien 
jurídico a partir de su conducta reprochable”, (Sentencia T-122 de 2017), acepción 
que aplica al presente caso, por cuanto durante el período que lleva afiliada al 
Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, la demandante no ha manifestado 
duda o inconformidad con el régimen, dando a entender que en ejercicio del derecho 
a la libre escogencia COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS, cumple con 
sus intereses y expectativas pensionales. 
 
La parte demandante durante la vigencia del vínculo jurídico con COLFONDOS S.A. 
PENSIONES Y CESANTÍAS, no manifestó, inconformidad alguna respecto de la 
información brindada, sin manifestación o reparo respecto del cumplimiento de las 
obligaciones dando a entender que las mismas se cumplieron a cabalidad, 
generando así expectativas referentes a que la afiliación se ejecutó conforme a la 
ley, por tal razón no puede aceptarse que después de tanto tiempo se alegue la 
nulidad de afiliación desconociéndose entonces los principios rectores de la buena 
fe y sus propios actos. 
 

• Buena Fe. 
 
Tal como se ha venido indicando, en todas y cada una de sus actuaciones, mi 
representada ha venido comportándose amparada bajo la normatividad vigente en 
cada hito de la relación con la afiliada y bajo la más pura y prístina buena fe. 

 

• Innominada o genérica 

 
Solicito respetuosamente al operador jurídico que de conformidad con el artículo 1 
de la Ley 1149 de 2007 y artículo 282 del Código General del Proceso, si se 
encontraren probados hechos que constituyan una excepción, se declare 
oficiosamente a favor de mi representada. 
 
 

VI. FUNDAMENTOS Y RAZONES DE DERECHO. 
 
 
a) Ventana de oportunidad conforme al Art. 76 de la Ley 2381 sancionada en 
junio 16 de 2024 y reglamentada por el Título III del Decreto 1225 de octubre 2 
de 2024. 

 
Reza el Decreto Reglamentario lo siguiente: 
 
“ARTÍCULO 11. Requisitos para la oportunidad de traslado. Para ejercer la 
oportunidad de traslado los afiliados deben acreditar los siguientes requisitos, 

1. Un mínimo de 750 semanas cotizadas, para el caso de las mujeres, y como 
mínimo 900 semanas cotizadas, para el caso de los hombres. 



  

 

2. Tener menos de 1O años para tener la edad de pensión. 
3. No tener reconocida la pensión o no haber recibido la devolución de saldos 

o indemnización sustitutiva. 
4. Haber recibido la doble asesoría. 

 
PARÁGRAFO. La oportunidad de traslado aplica igualmente para aquellas 
personas que se encuentran afiliadas a un plan alternativo de pensiones del 
Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad de que trata el artículo 87 de la 
Ley 100 de 1993. 
  
Para la administración de los recursos de que trata el parágrafo del artículo 76, las 
Administradoras de Fondos de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual  
seguirán cumpliendo con las disposiciones que se encuentran vigentes en materia 
de multifondos, debiéndole informar a los afiliados sobre el desempeño de sus 
aportes hasta que se consolide el derecho a la pensión de vejez 
  
ARTÍCULO 12. Plazo máximo para acreditar los requisitos para acceder a la 
oportunidad de traslado. Los afiliados al Sistema General de Pensiones tendrán 
plazo hasta el 30 de junio de 2025 para cumplir con los requisitos de edad y 
semanas de cotización exigidos para acceder a la oportunidad de traslado 
establecidos en el artículo anterior. 
  
ARTÍCULO 13. Plazo para ejercer la oportunidad de traslado. Los dos años a 
los que alude el artículo 76 de la Ley 2381 de 2024 inician desde su promulgación, 
esto es, el 16 de julio de 2024, fecha en que se publicó la ley en el diario oficial y 
hasta el 16 de julio de 2026 
  
ARTÍCULO 14. Tiempos válidos para la oportunidad de traslado. Para efectos 
de acreditar las semanas mínimas exigidas por el artículo 76 de la Ley 2381 de 
2024, se deberán tener en cuenta las semanas cotizadas en el Régimen de Prima 
Media y en el Régimen de Ahorro Individual, con independencia de que con 
anterioridad el afiliado haya optado o no por un traslado de régimen, así como los 
tiempos certificados al momento de la solicitud de traslado, de acuerdo con las 
siguientes reglas: 
1 . Los tiempos correspondientes a bonos pensionales emitidos o cuotas partes 
pensionales, deberán ser tenidos en cuenta en la contabilización de 
semanas.   Para el caso de bonos pensionales deberán encontrarse al menos en 
estado de emitidos certificados en la Historia Laboral del afiliado por la 
administradora de pensiones correspondiente. 
 
2 Para las personas que hayan realizado aportes a pensión en el exterior, de 
manera voluntaria al Sistema General de Pensiones creado por la Ley 100 de 1993 
dentro de convenios internacionales de seguridad social ratificados por Colombia, 
el régimen de transición aplicará siempre y cuando la suma de dichos períodos 
complete la cantidad de semanas mínimas establecidas. 
3. Se deberán imputar y acreditar los aportes recibidos de trabajadores 
independientes, tanto en las Administradoras de Fondos de Pensiones y 
Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones, que hayan sido pagados 
de manera extemporánea entre el 29 de enero de 2003 y la entrada en vigencia del 
Decreto 1296 de julio de 2022 con el fin de que estos contabilicen las semanas 
correspondientes en las historias laborales. 
 

Los periodos cotizados y certificados por las diferentes entidades, Cajas o Fondos 

pertenecientes al Régimen de Prima Media serán tenidos en cuenta en la doble 

asesoría para la oportunidad de traslado. 
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PARÁGRAFO  1   En caso de ciclos que presenten mora en aportes en vigencia de 
la afiliación al Sistema General de Pensiones de la Ley 100 de 1993, las 
Administradoras de Fondos de Pensiones y Colpensiones deberán continuar las 
acciones de cobro correspondientes sin perjuicio de garantizar el traslado inmediato 
de los recursos con el fin de lograr la completitud de la historia laboral. 
  
PARÁGRAFO 2. El traslado efectivo de aportes a la Administradora Colombiana de 
Pensiones - Colpensiones debe realizarse en los plazos establecidos en el 
parágrafo 2 del artículo 2.2.3.1.18. del Decreto compilatorio 1833 de 2016. Para la 
transferencia de las cotizaciones pensionalest sus rendimientos y la información de 
la historia laboral respectiva a la nueva administradora, deberá darse cumplimiento 
a lo establecido en la Circular Externa 016 de 2016 Título III Capítulo. I — SGP 
Aparte 3.7 de la SFC. 
  
ARTÍCULO 15. Anulación de traslado por fraude o incumplimiento de 
requisitos. En el evento que se demuestre que el traslado del que trata el 
artículo 76 de la Ley 2381 de 2024, se materializó con ocasión del incumplimiento 
de requisitos o por fraude, es deber de las administradoras realizar la anulación del 
trámite y actualizar la información. 
  
El valor de las cotizaciones recibidas por parte de la entidad pensional a la cual se 
trasladó el afiliado sin el lleno de fos requisitos contará con un término de 30 días a 
partir de la anulación del traslado, para transferir los recursos o cotizaciones 
recibidas. 
  
ARTÍCULO 16. Traslado de recursos entre las Administradoras de Fondos de 
Pensiones y Cesantía y el Fondo de Ahorro del Pilar Contributivo en virtud del 
artículo 76 de la Ley 2381 de 2024. Los valores contenidos en la cuenta de ahorro 
individual de las personas que hagan uso de la oportunidad de traslado a que hace 
referencia el artículo 76 de la Ley 2381 de 2024, serán administrados por las 
Administradoras de Fondos de Pensiones y Cesantía hasta el momento en que se 
consolide la pensión integral de vejez o la pensión de vejez en el régimen anterior. 
 
La Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones en su calidad de 
reconocedor y pagador, deberá informar a la Administradora de Fondos de 
Pensiones y Cesantía y al Fondo de Ahorro del Pilar Contributivo sobre la 
consolidación de la pensión para que proceda a realizar el traslado correspondiente, 
conforme con las instrucciones que señale la Superintendencia Financiera de 
Colombia. 
  
En los casos que el traslado se realice de la administradora de pensiones del 
Régimen de Prima media con Prestación definida al Régimen de Ahorro individual 
con solidaridad vigente antes de la ley 2381 de 2024 y con el fin de garantizar el 
reconocimiento de la prestación pensional, la Administradora de Pensiones tendrá 
en cuenta las condiciones y requisitos establecidas en el articulo 2.2.3.1.18 del 
Decreto 1833 de 2016. 
  
PARÁGRAFO TRANSITORIO, En el evento en que se consolide la pensión antes 
de la entrada en operación del Fondo de Ahorro del pilar contributivo, los valores 
contenidos en las cuentas de ahorro individual continuaran siendo administrados 
por las AFP. 
  
El Fondo de Ahorro del pilar contributivo no entrará a sustituir el Fondo de Garantía 
de Pensión Mínima (FGPM) para los reconocimientos que correspondan a Garantía 
de Pensión mínima del régimen anterior. 
  
ARTÍCULO 17. Doble asesoría en el marco de la oportunidad de 
traslado. Previo al traslado de régimen, las personas interesadas deberán recibir 
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doble asesoría por parte de las Administradoras de Fondos de Pensiones y de la 
Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones. La asesoría deberá 
versar sobre las Implicaciones del traslado, incluyendo los beneficios y riesgos que 
conlleva elegir uno u otro régimen del Sistema General de Pensiones creado en la 
Ley 100 de 1993. 
  
La información deberá ser clara, amplia y suficiente. La doble asesoría que se brinde 
con ocasión del traslado de que trata el artículo 76 de ta Ley 2381 del 2024 no 
incluirá tiempos recordados sino semanas efectivamente registradas como 
laboradas en el sistema. De igual manera la administradora que realice la primera 
asesoría deberá enviar también la información relacionada con las semanas de que 
trata el presente artículo a la administradora que realice la segunda asesoría. 
  
Cuando se trate de aquellos afiliados que se encuentren próximos al vencimiento 
del plazo de los dos (2) años que trata el artículo 76 de la Ley 2381 de 2024 las 
administradoras deben tomar todas las medidas conducentes para prestar la 
asesoría de manera ágil y expedita, con el fin de garantizarles el ejercicio de su 
derecho de traslado 
  
La doble asesoría se adelantará conforme con la norrnativldad vigente. 
 
ARTÍCULO 18. Retracto de la oportunidad de traslado. Se entenderá permitido 
el retracto del afiliado dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la fecha en la 
cual aquel haya manifestado la correspondiente selección. 
 
En caso de retracto deberá darse aviso al empleador a Colpensiones y a la ACCAI 
con el objeto de que ésta traslade la correspondiente cotización”. 
 
Así las cosas, teniendo en cuenta que la demandante se encuentra inmersa en las 
condiciones establecidas por la normatividad anotada, se tiene que mi 
representada, COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS desde un primer 
momento, en julio 30 de 2024 la invitó a hacerse parte de dicha figura jurídica, y le 
sugirió realizar los trámites para ello, a lo que la demandante, hasta el momento no 
ha dado respuesta, razón por la cual resulta indispensable para la Señora Juez 
revisar la carencia de causa en esta demanda dado el trámite administrativo más 
célere, el cual ha posibilitado la Reforma y su Decreto Reglamentario exhortándose 
a la actora a hacer uso de la figura en mención.  
 
b) Daño Antijurídico por responsabilidad del Estado Legislador  

 
La responsabilidad del Estado legislador se produce cuando el órgano legislativo 
causa un daño a los ciudadanos al actuar o omitir. Esto puede ocurrir cuando se 
impone una carga mayor a la que los ciudadanos pueden soportar.   
 
Características 
 

• La responsabilidad del Estado legislador es un tema de gran relevancia en el 
funcionamiento del Estado.  
  

• La responsabilidad del Estado se basa en el principio de que todo daño 
causado ilícitamente debe ser reparado. 

   
• La responsabilidad del Estado legislador puede ser de tipo subjetivo o 

objetivo.   
 

• La responsabilidad del Estado legislador puede ser por la emisión de normas 
declaradas inconstitucionales.   
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Ejemplos 
• La jurisprudencia ha reconocido la responsabilidad del Estado legislador 

cuando la ley impone cargas anormales que causan un daño significativo a 
un número limitado de personas.   

• La responsabilidad del Estado legislador puede ser por la expedición de leyes  
 
Así las cosas, la  aplicación al parecer retroactiva de la Jurisprudencia Ordinaria 
hacia las situaciones pasadas, configura igualmente un daño antijurídico por la 
omisión del legislador al no haber regulado dichas situaciones y enfrentarnos hoy a 
lo que parece una aplicación retroactiva, desde este doble punto de vista, es 
desproporcionado y por fuera de la ley el exigir a las AFP el cumplimiento de 
semejante nivel de requisitos, sin que en su momento tuviesen una verdadera 
consagración legal vigente en aquel entonces. 
 
c) Vulneración al principio de Sostenibilidad Financiera, irretroactividad de la ley y 
seguridad jurídica. 

 
El acceder a lo pretendido en esta acción, sin considerar la ventana de oportunidad 
aplicable por la Reforma Pensional, implicaría una vulneración de los siguientes 
principios del Sistema de Seguridad Social Integral: 

- Sostenibilidad Financiera: 

La sostenibilidad financiera se refiere al principio según el cual “Las prestaciones 
que reconoce el sistema se financiarán con los recursos destinados por la ley para 
tal fin, los cuales deberán tener un flujo ágil y expedito. Las decisiones que se 
adopten en el marco del Sistema General de Seguridad Social en Salud -mutatis 
mutandi, en materia pensional- deben consultar criterios de sostenibilidad fiscal.  

La administración de los fondos del sistema no podrá afectar el flujo de recursos del 
mismo” (Ley 100, art. 153, numeral 3.13. modificada por la Ley 1438 de 2011, art. 
3). 

De acuerdo con Rodríguez, Navarro, López y Alcaide la sostenibilidad financiera 
puede ser definida como la habilidad de un gobierno de proveer servicios actuales 
sin comprometer su habilidad para hacerlo en el futuro, y es un concepto amplio que 
está compuesto por tres dimensiones interrelacionadas: servicios, ingresos y deuda 
(Manuel Pedro Rodríguez Bolivar, 2018) 

A su vez, mediante este principio se exige del legislador que cualquier regulación 
futura que se haga del régimen pensional debe preservar el equilibrio financiero del 
sistema general de pensiones (Sentencia C-111 de 2006), salvaguardando el 
sistema y buscando una especie de blindaje contra las crisis económicas, si la 
población pensional aumenta la sostenibilidad implica que empiecen a aportarse 
nuevas cotizaciones y recursos extras del Gobierno a fin de garantizar las 
prestaciones futuras. 

También se define como “aquel que se refiere a la capacidad de cada Estado para 
financiar compromisos de gastos presentes y futuros dentro de los límites de déficit, 
deuda pública y morosidad de deuda comercial, en aras de alcanzar y mantener 
una situación de equilibrio presupuestario sin recurrir al endeudamiento más allá de 
cierto límite” (Casanova, 2021) 

Ahora bien, para la OIT: 

“El convenio 102 de la OIT estipuló que “el Estado debe asegurar que se 
realicen periódicamente los estudios y cálculos actuariales necesarios para 
el equilibrio financiero y, en cualquier caso, antes de toda modificación de las 
prestaciones, cotizaciones e impuestos... El costo de las prestaciones y de 



  

 

los gastos de administración debe financiarse de forma colectiva a través de 
cotizaciones o impuestos o ambos... Los métodos de financiación deben 
evitar que las personas con bajos recursos tengan que soportar cargas 
demasiado pesadas y también deben tener en cuenta la situación económica 
del país y de las personas protegidas... El total de las cotizaciones a cargo 
de los asalariados protegidos no debe superar el 50% del total de los recursos 
destinados a la protección”, de manera que el resto debe ser financiado por 
los empleadores y/o el Estado” (OIT, 2001, pág. 23) 

También vale la pena mencionar los principios de la irretroactividad de la ley y la 
jurisprudencia y la seguridad jurídica, respecto al primero, se tiene que: 
 
“Una ley es retroactiva en estos casos: 

a) Cuando desconoce la validez de hechos jurídicos constituidos bajo el imperio 
de la ley derogada. Asimismo, cuando vuelve sobre el pasado para revalidar 
hechos jurídicos irregularmente constituidos. 
 

b) Cuando la ley nueva desconoce derechos, estaos o relaciones jurídicas 
válidamente formados bajo la ley antigua. También cuando desconoce el 
valor de derechos o relaciones jurídicas extinguidos bajo la ley anterior”. 
(Valencia Zea, 1987) 

Igualmente, según el maestro Valencia Zea, la irretroactividad del derecho nacional 
está dispuesto en la ley 153 de 1887 art 27 para las personas jurídicas, así como 
enuncia que: 

“Resumiendo lo expuesto, tenemos: a) la prohibición de cualquier efecto 
retroactivo de una ley se impone en todos los casos a los jueces; b) el 
legislador no puede dictar leyes retroactivas que causen perjuicios a los 
particulares; solo pueden dictar dos clases de leyes retroactivas: las que no 
causen perjuicios y aquellas cuya aplicación retroactiva se impone por 
consideraciones de utilidad pública o social”. 

Así, el mismo Consejo de Estado, Sección Tercera, en Sentencia 
68001233100020090029501 (57279), Sep. 04/17, trató dicho tema y concluyó: 

“ -  Es deber del juez y la administración, al momento de identificar y 
construir la norma de conducta y de juicio, aplicar los criterios 
jurisprudenciales vigentes para la fecha de los hechos que fundan la 
controversia, pues estos hacen parte del marco de legalidad histórica a ser 
observado. 

-          Es criterio general, no limitado a expresos y singulares casos 
puntuales, que todo cambio de precedente jurisprudencial, referido a 
competencias estatales, derechos o mecanismos de protección debe ser 
adoptado e interpretado con efecto prospectivo o a futuro. 

-          Siempre que se alegue por uno de los sujetos procesales una 
situación de tránsito jurisprudencial, ello debe ser considerado expresamente 
por tales autoridades a los fines de verificar tal situación y determinar cuál 
era el criterio jurídico fijado para entonces, sin perjuicio del deber oficioso de 
la autoridad de aplicar el derecho vigente. 

-          La misma naturaleza de lo que decidió impone precisar que esa 
protección a la confianza legítima solo se puede atribuir a la existencia de un 
criterio jurídico bien formado en la jurisprudencia. De ahí que no se pueda 
predicar esa misma certeza cuando se advierten tesis imprecisas o 
contradictorias en la corporación judicial. 



  

 

-          La retroactividad del precedente viola la cláusula de Estado de 
derecho y el deber general del Estado de respeto a las garantías judiciales, 
debido proceso, libertad e igualdad y, por ende, a la confianza legítima creada 
de manera objetiva por las autoridades estatales en el desarrollo de sus 
actos”. 

A este principio se suma el de la seguridad jurídica, desarrollado en la sentencia de 
la Corte Constitucional C-250 de 2012, en la que se señala: 

“Sobre la seguridad jurídica se consigna en la sentencia T-502 de 2002: “3. 
La seguridad jurídica es un principio central en los ordenamientos jurídicos 
occidentales. La Corte ha señalado que este principio ostenta rango 
constitucional y lo ha derivado del preámbulo de la Constitución y de los 
artículos 1, 2, 4, 5 y 6 de la Carta // La seguridad jurídica es un principio que 
atraviesa la estructura del Estado de Derecho y abarca varias dimensiones. 
En términos generales supone una garantía de certeza. Esta garantía 
acompaña otros principios y derechos en el ordenamiento. La seguridad 
jurídica no es un principio que pueda esgrimirse autónomamente, sino que 
se predica de algo. Así, la seguridad jurídica no puede invocarse de manera 
autónoma para desconocer la jerarquía normativa, en particular frente a la 
garantía de la efectividad de los derechos constitucionales y humanos de las 
personas // En materia de competencias, la seguridad jurídica opera en una 
doble dimensión. De una parte, estabiliza (sin lo cual no existe certeza) las 
competencias de la administración, el legislador o los jueces, de manera que 
los ciudadanos no se vean sorprendidos por cambios de competencia. Por 
otra parte, otorga certeza sobre el momento en el cual ocurrirá la solución del 
asunto sometido a consideración del Estado. En el plano constitucional ello 
se aprecia en la existencia de términos perentorios para adoptar decisiones 
legislativas (C.P. arts. 160, 162, 163, 166, entre otros) o constituyentes (C.P. 
Art. 375), para intentar ciertas acciones públicas (C.P. art. 242 numeral 3), 
para resolver los juicios de control constitucional abstracto (C.P. art. 242 
numerales 4 y 5). En el ámbito legal, las normas de procedimiento establecen 
términos dentro de los cuales se deben producir las decisiones judiciales 
(Códigos de Procedimiento Civil, Laboral y de seguridad social, penal y 
Contencioso Administrativo), así como en materia administrativa (en 
particular, Código Contencioso Administrativo) // 4. La existencia de un 
término para decidir garantiza a los asociados que puedan prever el momento 
máximo en el cual una decisión será adoptada. Ello apareja, además, la 
certeza de que cambios normativos que ocurran con posterioridad a dicho 
término no afectará sus pretensiones. En otras palabras, que existe 
seguridad sobre las normas que regulan el conflicto jurídico o la situación 
jurídica respecto de la cual se solicita la decisión. Ello se resuelve en el 
principio según el cual las relaciones jurídicas se rigen por las normas 
vigentes al momento de configurarse dicha relación, que, en buena medida, 
se recoge en el principio de irretroactividad de la ley; en materia penal, debe 
señalarse, existe una clara excepción, por aplicación del principio de 
favorabilidad, que confirma la regla general // Al considerarse, en el ámbito 
de la certeza y estabilidad jurídica (seguridad jurídica), la existencia de 
precisos términos para que la administración o el juez adopten decisiones y 
el principio de conocimiento de las normas aplicables al caso concreto, se 
sigue que dichos términos fijan condiciones de estabilización respecto de los 
cambios normativos. De ahí que, durante el término existente para adoptar 
una decisión, la persona tiene derecho a que sean aplicadas las normas 
vigentes durante dicho término. No podría, salvo excepcionales 
circunstancias en las cuales opera la favorabilidad o por indiscutibles razones  

 

 



  

 

de igualdad, solicitar que se le aplicaran aquellas disposiciones que entren 
en vigencia una vez se ha adoptado la decisión. Es decir, una vez vencido el 
término fijado normativamente para adoptar una decisión opera una 
consolidación de las normas jurídicas aplicables al caso concreto.  

Consolidación que se torna derecho por razón del principio de seguridad 
jurídica y, además, constituye un elemento del principio de legalidad inscrito 
en el derecho al debido proceso”. 

Vemos así, como la seguridad jurídica se refiere a la certeza, seguridad de las 
normas, efectividad de derechos humanos y constitucionales, equilibrio de la 
administración y los jueces, así como el respeto de los términos para proferir las 
decisiones. 

De conformidad con lo expuesto, el daño antijurídico ocasionado por la omisión 
legislativa del legislador, igualmente atenta contra los principios antedichos, 
resultando en que las pretensiones de este tipo a la luz de la teoría jurídica deben 
ser despachadas desfavorablemente para los accionantes y a favor de las AFP. 
 
 
d) Reciente cambio jurisprudencial de la Corte Constitucional: la carga de la prueba 
conforme a la Sentencia SU- 107 de 2024 

 

De acuerdo a la sentencia SU-107 de 2024, la Corte Constitucional, moduló el 
precedente jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia, de la siguiente manera: 

 

“La Sala Plena decidió modular el precedente de la Corte Suprema de Justicia en 
materia probatoria en procesos ordinarios donde se discute la ineficacia del traslado 
de afiliados del Régimen de Prima Media al Régimen de Ahorro Individual con 
Solidaridad por problemas de información ocurridos entre 1993 y 2009.  

 

Para tal efecto estableció que, en los procesos en los cuales se pretenda 
declarar la ineficacia de este traslado deben tenerse en cuenta, de manera 
exclusiva, las reglas contenidas en la Constitución Política, en el Código 
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social y en el Código General del 
Proceso. Estableció que, conforme a ellas, al juez corresponderá, seguir cuando 
menos las siguientes directrices: (i) decretar todas las pruebas pedidas por las 
partes que sean pertinentes y conducentes o las que de oficio sean necesarias; 
(ii) valorar por igual todas las pruebas decretadas y practicadas, de manera 
individual y en su conjunto con las demás, inclusive los indicios, que le permitan 
determinar el grado de convicción que aquellas ofrecen sobre los hechos 
ocurridos y el conocimiento del afiliado sobre las consecuencias del traslado; (iii) 
no será posible aplicar como único recurso la inversión de la carga de la prueba. 
La Corte determinó extender, con efectos inter pares y de inmediato 
cumplimiento, las reglas expuestas en esta providencia a todas las demandas 
que estén en curso ante la  

Jurisdicción Ordinaria Laboral ya sea en primera, segunda instancia o en sede 
de casación, como también las que se tramiten mediante acción de tutela y cuya 
pretensión, principal o subsidiaria, esté dirigida a que se declare la ineficacia del 
traslado entre regímenes pensionales. 

 
 
 
 
 
 
 



  

 

 
Así las cosas, no hay razón para no ejercer el derecho anotado, y proceder a la 
terminación del proceso en curso. 
 

e) El derecho a la libre escogencia y traslado de régimen. 

 
Los afiliados al Sistema de Seguridad Social Integral, según nuestro ordenamiento 
jurídico, gozan del derecho de “libre escogencia”, pues de conformidad con lo 
establecido en el artículo 13 de la Ley 100 de 1993, la selección de regímenes 
previstos por la Ley, es decir el Régimen de Prima Media con Prestación Definida – 
RPM o el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad – RAIS, es libre y voluntaria 
por parte de toda persona, quien debe manifestar por escrito su elección al momento 
de la vinculación o del traslado. Hecho que se realiza con el diligenciamiento del 
formulario de afiliación al fondo de su elección1.  
 
En relación con la libertad de escogencia que tienen los afiliados, la Corte 
Constitucional en la Sentencia C-789 de 2002, señaló lo siguiente:  
 
“(…) En el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 al cual pertenecen los incisos 
demandados, se configura un régimen de transición en pensiones, que hace parte 
de las instituciones pertenecientes a la prestación social denominada pensión de 
vejez. A su vez el Sistema General de Pensiones contempla dos regímenes 
solidarios excluyentes pero que coexisten, a saber: el régimen solidario de prima 
media con prestación definida o tradicional del ISS y el régimen de ahorro individual 
con solidaridad. Es importante resaltar que tanto los trabajadores del sector 
público como lo del sector privado puede elegir libremente entre cualquiera 
de estos dos regímenes que estimen más conveniente” (…) (Negrita fuera del 
original). 
 
Este derecho que es a la vez un principio rector de la Seguridad Social se refiere no 
solo al régimen pensional: RPM o RAIS, si no a las entidades o Fondos 
Administradores, en uno u otro sistema.  En tal virtud, cuando una persona elige de 
manera libre y voluntaria la AFP a la cual desea pertenecer, decisión en la cual va 
implícita la elección de régimen, debe efectuar el diligenciamiento del formulario de 
afiliación correspondiente, para lo cual utiliza  
documentos proforma aprobados por la Superintendencia Financiera - 
Superfinanciera a través de las Circulares 034 y 037 de 1994, cuyo contenido 
cumple con los requisitos establecidos en el artículo 11 del Decreto 692 de 19942. 

 
 
 
 
 
1 En efecto, el artículo 13 de la Ley 100 de 1993 dispone: “El Sistema General de Pensiones tendrá las siguientes 

características: a. La selección de uno cualquiera de los regímenes previstos por el artículo anterior es libre y voluntaria por 
parte del afiliado, quien para tal efecto manifestará por escrito su elección al momento de la vinculación o del traslado. El 
empleador o cualquier persona natural o jurídica que desconozca este derecho en cualquier forma, se hará acreedor a las 
sanciones de que trata el inciso 1 del artículo 271 de la presente ley. 
 
 
 
2 Este artículo establece lo siguiente: “La selección del régimen implica la aceptación de las condiciones propias de éste, para 
acceder a las pensiones de vejez, invalidez y sobrevivientes, y demás prestaciones económicas a que haya lugar. La selección 
de uno de cualquiera de los regímenes previstos en los artículos anteriores es libre y voluntaria por parte del afiliado. 
Tratándose de trabajadores con vinculación contractual, legal o reglamentaria, la selección efectuada deberá ser informada 
por escrito al empleador al momento de la vinculación o cuando se traslade de régimen o de administradora, con el objeto de 
que éste efectué las cotizaciones a que haya lugar. Quienes decidan afiliarse voluntariamente al sistema manifestarán su 
decisión al momento de vincularse a una determinada administradora 
 
 
 
 
 
 
 
 



  

 

 
 
Sobre este punto de la voluntad de elección y la toma de decisión libre y voluntaria 
por parte de cada persona ha querido hacer especial énfasis la Superfinanciera, 
razón por la cual, en la proforma aprobada por dicha entidad existe una casilla 
especial que contiene la  declaración expresa de que la persona obra con la 
cognición de haber ejecutado una elección libre y voluntaria. 
 
Hay que resaltar que en la medida en que la selección de régimen y administradora 
es un acto que concierne exclusivamente a la voluntad libre y espontánea del 
trabajador, se consagró como requisito que dentro del respectivo formulario se 
dejara una manifestación expresa sobre tales condiciones, la cual se respalda con 
la firma del trabajador mismo. 
 
De igual forma se considera importante señalar que una vez suscrita la solicitud de 
vinculación a las AFP, el afiliado acepta y se compromete a todas las normas, 
condiciones  
y requisitos del RAIS, tal como lo consagra el artículo 11 del Decreto 692 de 1994, 
de acuerdo con el cual:  
 
 
“ARTICULO 11. DILIGENCIAMIENTO DE LA SELECCIÓN Y VINCULACION. La 
selección de régimen implica la aceptación de las condiciones propias de éste, para 
acceder a las pensiones de vejez, invalidez y sobrevivientes, y demás prestaciones 
económicas a que haya lugar. (…)” 
 
Ahora bien, la ley en aras de proteger al cotizante del régimen de seguridad social 
en pensiones ha establecido un periodo de cinco (5) días hábiles desde la fecha en 
la cual manifestó la correspondiente selección, para que éste pueda retractarse de 
su decisión de escogencia del régimen (derecho de retracto), como así lo 
establece el artículo 3 del Decreto 1161 de 1994, derecho que en su oportunidad la 
demandante no ejerció. 
 
El mencionado artículo dispone: 
 
“Se entenderá permitido el retracto del afiliado en todos los casos de selección con 
el objeto de proteger la libertad de escogencia dentro del Sistema General de 
Pensiones, de una administradora de cualquiera de los regímenes o de un plan o 
fondo de pensiones, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la fecha en la 
cual aquel haya manifestado por escrito la correspondiente selección.” 
 
De lo anterior se puede observar que la Ley otorga un tiempo prudencial para que 
afiliado se retracte de su decisión en aras de respetar su derecho a la libertad de 
escogencia de régimen o de administradora en ambos regímenes, con el fin de que 
después no pueda alegar la nulidad o invalidez de la afiliación afectando la 
estabilidad del sistema. No puede entonces alegar el demandante la nulidad de la 
afiliación, teniendo en cuenta de que tuvo el derecho de retracto cinco días después 
de la afiliación, derecho que no ejerció. 
 
Aunado a lo anterior, la posibilidad de traslado entre administradoras sin importar el 
régimen del que hacen parte se describe en el artículo 2 de la ley 797 de 2003 literal 
e) que reza:  
 
 
 

 
 
 
 

 



  

 

“ e) Los afiliados al Sistema General de Pensiones podrán escoger el régimen 
de pensiones que prefieran. Una vez efectuada la selección inicial, estos 
sólo podrán trasladarse de régimen por una sola vez cada cinco (5) 
años, contados a partir de la selección inicial. Después de un (1) año de la 
vigencia de la presente ley, el afiliado no podrá trasladarse de régimen 
cuando le faltaren diez (10) años o menos para cumplir la edad para 
tener derecho a la pensión de vejez; Texto subrayado declarado 
EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1024 de 
2004, exclusivamente por el cargo analizado en esta oportunidad y bajo el 
entendido que las personas que reúnen las condiciones del régimen de 
transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y que habiéndose 
trasladado al régimen de ahorro individual con solidaridad, no se hayan 
regresado al régimen de prima media con prestación definida, pueden 
regresar a éste -en cualquier tiempo-, conforme a los términos señalados en 
la sentencia C-789 de 2002.” 

 
De lo anteriormente descrito se evidencia que el afiliado tuvo la oportunidad, hasta 
antes de los 10 últimos años, para trasladarse al régimen que pretende mediante 
esta demanda. La norma descrita debió ser eliminada del ordenamiento 
jurídico al terminar el régimen de transición debido a que posterior a este 
resultaba inane, sin embargo, su permanencia en el ordenamiento legal obliga a 
Colfondos a dar cumplimiento al mismo.  
 
En esta línea lo que pretende la nulidad de afiliación al Colfondos es un “traslado 
entre regímenes” con menos de 10 años para el cumplimiento de la edad. Esta 
acción perdería su objeto si el asegurado pudiese trasladar en una temporalidad 
más cercana al cumplimiento de la edad, es decir, en los últimos 5 años o menos, 
ya que el efecto jurídico de fondo entre la nulidad de afiliación para traslado al 
RPMPD y el traslado es exactamente  
el mismo para el accionante. La nulidad de afiliación versus el traslado de régimen, 
no trae para el demandante beneficio adicional alguno a ser de nuevo afiliado al 
régimen que pretende.  
 
En consecuencia, la nulidad de afiliación oculta realmente un “traslado en menor 
tiempo que el restrictivo descrito en la ley” sin beneficio adicional que los propios de 
la aplicación normativa que rige para cada uno de los regímenes RAIS – RPMPD.  
 
f) El deber de asesoría. 

 
Inicialmente es necesario traer a colación la sentencia SL1452-2019, que determina 
un conjunto de subreglas para definir las tres etapas normativas que rigen el deber 
de información y asesoría de los fondos privados, a saber: 
 

 “(…) el deber de información consagra cada vez más un mayor nivel de 
exigencia, es así como identificó tres etapas, conforme a las normas que 
han regulado el tema, las cuales clasifica en tres periodos a saber: i) desde 
1993 hasta 2009; ii) desde de 2009 hasta 2014 y, iii) de 2014 en adelante. 
(…)”. De acuerdo con ello, expone el avance y desarrollo de la obligación 
relativa al deber de información a cargo de las administradoras de fondos de 
pensiones de suministrar información necesaria y transparente, de asesoría, 
buen consejo y doble asesoría.” (Negrilla fuera de texto) 
 
 

En este sentido, una vez identificada la etapa de asesoría según la fecha de 
afiliación del accionante, se determinan operativamente cuales serían las pruebas 
que deben allegarse para acreditar una adecuada asesoría del fondo, siendo 
improcedente que se requiera a Colfondos acreditar entrega de información 
mediante comparativos o parangones entre regímenes que jamás fueron objeto de 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=15616#0
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=15616#0


  

 

regulación por parte de la ley o de la superintendencia financiera al inicio de la 
actividad de afiliación al fondo.  
 
Es así como, al hacer un recuento de los textos de la normatividad relacionada con 
la obligación de asesoría y transparencia, todos ellos establecen dicha obligación 
de forma general y abstracta, sin que se enlistara claramente, desde la emisión 
de la Ley 100 de 1993 los ítems, temas y comparativos que debía comprender 
la obligación de asesoría por parte de la AFP para entenderse transparente, 
clara y completa. Por lo tanto, no puede endilgarse al fondo una responsabilidad 
que solo nace por medio del avance jurisprudencial, y que fue omitida por el 
legislador desde la creación de la Ley 100. En consecuencia, quien determinó que 
entiende por asesoría fue a medida del tiempo la rama judicial, tal y como se puede 
evidenciar en el siguiente análisis histórico normativo:  
 
 

• Decreto 663 de 1993 articulo 97 información: “Las entidades vigiladas deben 
suministrar a los usuarios de los servicios que prestan la información 
necesaria para lograr la mayor transparencia en las operaciones que 
realicen, de suerte que les permita, a través de elementos de juicio claros y 
objetivos, escoger las mejores opciones del mercado. (…)” 
 

De la norma en cita, se evidencia taxativamente la obligación de Colfondos de dar 
información para lograr la mayor transparencia, sin que se indique qué tipo de 
información objetiva debe entregarse, temas, cálculos, riesgos, comparativos, y más 
aún que les permita a los afiliados: “(…) a través de elementos de juicio claros y 
objetivos, escoger las mejores opciones del mercado”. Al citar como consecuencia 
de la asesoría, que el afiliado pudiese a través de un juicio claro y objetivo escoger 
la mejor opción, incluyó un elemento subjetivísimo, que es la habilidad analítica, 
dictamen personal y entendimiento del usuario “afiliado”, para determinar 
objetivamente cuál es su mejor opción en el mercado como elemento de la decisión.  

 
Bajo este entendido, se pretende reprochar a Colfondos por que el afiliado tomó una 
decisión que se presume “no se tomó bajo un juicio claro y objetivo para escoger la 
mejor  opción del mercado” pese a qué en el momento de la afiliación, se informaron 
las ventajas de pertenecer al RAIS y diferencias normativas con el RPMPD. 
Tomando para el momento de la afiliación como punto de partida y proyección en el 
tiempo, el estado laboral del afiliado, siendo imposible exigir al fondo la 
realización de predicciones futuras, comparativos, y riesgos, que el afiliado 
asumiría al trascurrir el tiempo de estar en uno y otro régimen, más aún, sin 
conocer el futuro laboral del afiliado. Tanto así, que ni el mismo demandante, 
para el momento de su afiliación podía predecir su futuro laboral y regularidad 
de aportes al sistema y montos, en consecuencia, decidir su “mejor opción”  
de mercado entre regímenes pensionales para el momento de su 
reconocimiento  pensional. Todo ello debido a que esta “mejor opción” solo 
se puede evidenciar a futuro en un tiempo cercano al cumplimiento del 
requisito de la  edad. Pretender análisis futuros probabilísticos a la administradora  
respecto del valor de la mesada pensional en el momento de su afiliación, es 
obligarla a “pre-sustanciar la pensión de vejez” con datos que no ofrecen ninguna 
certeza al usuario para la toma de la “mejor” decisión de mercado. 
 
Es de bulto el desconocimiento futuro de la vida laboral de cada usuario, y en 
consecuencia, determinar qué régimen le era más favorable para el momento de la 
afiliación, tanto así, que el hecho de que el accionante no se traslada al RPMPD en 
el término legal para realizarlo, ni solicitara la nulidad de su traslado al RAIS antes 
de llegar a los 10 últimos años para el cumplimiento de la edad es una evidencia de 
esto, más aún, porque el mismo demandante desconocía para el momento de su 
afiliación a Colfondos su futuro laboral, componente indispensable y elemental para 



  

 

realizar un parangón que permita tomar la mejor decisión y la opción más favorable 
del mercado para el momento de pensionarse.  

 
Ahora bien, con el art 23 Ley 795 de 2003, que reforma el art 97 del Decreto 663 de 
1993, se indica: “Las entidades vigiladas deben suministrar a los usuarios de los 
servicios que prestan la información necesaria para lograr la mayor transparencia 
en las operaciones que realicen, de suerte que les permita, a través de elementos 
de juicio claros y objetivos, escoger las mejores opciones del mercado y poder 
tomar decisiones informadas. (…)” 
 
En esta línea, la modificación de la norma consistió en la inclusión de “poder tomar 
decisiones informadas”, que conlleva de nuevo al elemento subjetivo de cuando 
entender que la decisión es informada, sin que pueda concluirse que “decisión 
informada” corresponde a que sea buena o mala, dada la habilidad analítica que 
requiere del usuario.  

 
Con las normas expuestas se concluye, que una persona que pretendiere afiliarse 
al RAIS antes de 2010, recibía una información general sobre el mismo, beneficios 
y prestaciones a reconocer según la norma del momento, sin embargo, como se 
evidencia en ninguna de citadas regulaciones se definían (i) los temas, cálculos, 
riesgos y parámetros que debían contener las asesoría dada por el AFP, menos aún 
lo traído por la jurisprudencia con la descripción de:  características, condiciones, 
acceso y servicio de cada régimen pensional, que le permitiere al afiliado conocer 
con exactitud la lógica de los sistemas públicos y privados de pensiones, implica un 
parangón entre las características, ventajas y desventajas objetivas de cada 
régimen vigente, así como de las consecuencias jurídicas  
del traslado.  En este sentido, (ii) tampoco existe norma o circular que determinará 
el nivel y tipo de lenguaje a usar en materia de asesoría pensional, debido al nivel 
técnico de este, y que la jurisprudencia cita como “transparencia” definiéndolo como 
una “norma de dialogo que le impone a la administradora a través de su asesor 
comercial dar a conocer al usuario en lenguaje claro, simple y comprensible los 
elementos definitorios y condiciones del RAIS y de RPMPD” CSJ SL1452-2019. 
 
g) Condena por sumas adicionales: gastos de administración y/o prima de seguro 
previsional: 

 
Frente contrato de Seguro, Ossa G. J. Efrén en su obra Teoría General del 
Seguro, 1991 ** El Contrato, refiere lo siguiente: 
 
“Es un contrato solemne, bilateral, oneroso y aleatorio (Art. 1036 C.Co), en que 
intervienen como partes el asegurador, persona jurídica que asume los riesgos (art. 
1037, ord 1°) y el tomador que, obrando por cuenta propia o por cuenta de tercero, 
traslada los riesgos (arts. 1037, ord 2° y 1039), cuyos elementos esenciales son (art. 
1045) el interés asegurable (art. 1054), la prima, cuyo pago impone a cargo del 
tomador (art. 1066) y la obligación condicional del asegurador que se transforma en 
em real con el siniestro (art. 1072) y cuya solución debe aquel efectuar dentro del 
plazo legal (art. 1080). Y que, si versa sobre un seguro de daños, no puede constituir 
para el titular del interés asegurable (asegurado) fuente de enriquecimiento (art. 
1088), en tanto que, si concebido para cubrir riesgos personales, el valor del interés 
asegurado ha de consultar tan solo el arbitrio de las partes (art. 1138). 
 
(…) 
 
No sobra, con todo, por vía de información, para satisfacer, si cabe, la curiosidad 
académica, reproducir la socorrida definición de JOSEPH HÉMARD, digna de la 
acogida de PICARD Y BESSON3, según la cual el seguro es “una operación por la 

 
3 PICCARD Y BESSON, Les assurances terrestres en droit francais, 2 ème èdition, tome premier, Le 
contrat d´assurance, Paris, L.G.D.J., 1964, pág. 2.  



  

 

cual una parte, el asegurado, se hace prometer, mediante una remuneración, la 
prima, para él o para un tercero, en caso de realización de un riesgo, una prestación 
por otra parte, el asegurador, que, tomando a su cargo un conjunto de riesgos, los 
compensa conforme a las leyes de la estadística”. Definición que, como fácilmente  
se advierte, no solo enfoca el seguro desde su perspectiva jurídica y en sus dos 
grandes vertientes (seguro de daños y de personas). Sino en los soportes de su 
operación técnica, por lo cual se ha ganado la adhesión de tan reputados 
tratadistas” 
 
Conforme a lo anotado, no es válida la reversión del contrato de seguro y la 
destinación de las sumas relacionadas con él, como un capital a favor del afiliado 
del cual se deban frutos, rendimientos y las primas mismas, pues esto no solo 
desnaturaliza dicho contrato, sino que atenta contra toda lógica jurídica y sentido 
común. 
 
A su vez, la Sentencia SU-107 de 2024, al respecto se precisaron las siguientes 
reglas de decisión: 
 

- El alto Tribunal concluye que el alcance de esta decisión se circunscribe a 

los procesos judiciales donde se demanda la ineficacia de un traslado 

ocurrido entre 1993 y 2009. 

- En los casos en los que se declare la ineficacia del traslado solo es posible 

ordenar el traslado de los recursos disponibles en la cuenta de ahorro 

individual, rendimientos y el bono pensional si ha sido efectivamente pagado, 

sin que sea factible ordenar el traslado de los valores pagados por las 

distintas primas, gastos de administración y porcentaje del fondo de 

garantía de pensión mínima ni menos dichos valores de forma 

indexada. 

- Se reconoce que la Constitución y la ley procesal no permiten imponer 

cargas probatorias imposibles de cumplir para ninguna de las partes (ni 

al afiliado, ni a la AFP). 

- El juez, debe actuar como director del proceso judicial, con la autonomía e 

independencia que le son propios y, dentro de las muchas actuaciones 

dirigidas a formar su convencimiento para decidir lo que en derecho 

corresponda,  

- Por último, resalta que es deber de las administradoras la custodia 

documental, en el sentido expuesto por la jurisprudencia constitucional, 

debiendo guardar todos estos archivos y haciéndose responsables por su 

preservación, para la presentación de las pruebas a que haya lugar. 

Así las cosas, la señora Juez, no podría emitir sentencia teniendo como 

fundamentación exclusiva la inversión de la carga de la prueba en cabeza de la AFP 

en cualquiera de los escenarios que jurisprudencialmente se habían contemplado, 

a saber, por la aplicación estricta del artículo 1604 del Código Civil (v. gr., 

Sentencias SL19447-2017 y SL17595-2017) o, por la aparente facilidad de las AFP 

de demostrar el suministro de información (Sentencia SL4296-2018) o; por 

considerar que quien alega una falta de información no está obligado a demostrar 

una negación indefinida (SL1452-2019). Lo anterior, teniendo en cuenta que la 

Corte Constitucional señaló que el precedente de la Sala de Casación Laboral que 

impone a las administradoras la carga de demostrar, por medio de pruebas directas, 

que sí informaron al afiliado sobre las consecuencias del traslado surtido entre 1993 

y 2009, resulta ser desproporcionado. 

Igualmente,  “LOS LINEAMIENTOS DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA EN 

LO QUE SE REFIERE AL DEBER DE INFORMACIÓN EN CABEZA DE LAS 

ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE PENSIONES, SE CONSTITUYE COMO 



  

 

UNA VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGITIMA” insistiéndose en que 

para el momento en el que se expide la Ley 100 de 1993, a las Administradoras de 

Fondos de Pensiones se les impuso un deber simple de información, es decir, que  

sus promotores suministraran información suficiente a los posibles afiliados en todo 

lo relacionado con el producto o servicio que éstos pretendían contratar, sin que se 

les impusiera la carga u obligación a los Fondos de dejar evidencia física o material 

de la información brindada. Aspecto que fue corroborado por la Corte Constitucional 

al precisar que “el deber de información que se exigía, de 1993 a 2009, imponía a 

los asesores de las administradoras comunicar las características esenciales del 

régimen al que la persona pretendía trasladarse”. Lo anterior, para concluir que el 

traslado efectuado se dio atendiendo a los criterios normativos impuestos a las 

Administradoras de Fondos de Pensiones para la fecha del traslado y, por tanto, 

goza de plena validez jurídica. Tanto es así que, si bien el Deber de 

Información/Asesoría ha cambiado a lo largo de los años, no puede endilgarse 

engaño por parte de esas entidades, cuando lo cierto es que, al momento de la 

afiliación, éstas actuaron conforme a la ley prevalente para el momento y la 

aplicaron en su totalidad.  

En concordancia con lo expuesto, se deberá aplicar la regla general del artículo 167 

del Código General del Proceso, es decir, “Incumbe a las partes probar el supuesto 

de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen” y que, 

no resulta factible descartar, entre otros, los efectos probatorios de la suscripción 

del formulario de afiliación, pues como lo señala el artículo segundo del Decreto 

1642 de 1995, es a través de éste que se materializa la vinculación libre y voluntaria 

por parte del trabajador al RAIS para el periodo comprendido entre 1993 y 2009.  

Así las cosas, estos recursos aplicados y consumados conforme lo exige la ley, no 

pueden ser objeto de reintegro alguno a la entidad a la cual se ordena judicialmente 

el retorno del afiliado dada la declaratoria de nulidad, toda vez que los mismos 

cumplieron una finalidad específica y garantizaron al afiliado no sólo  que estuviese 

cubierto de las contingencias derivadas de la invalidez y muerte, sino que la AFP 

pudiese cumplir con su mandato de administrador y generar rentabilidad a los 

recursos dispuestos bajo su administración. 

 
VII. MEDIOS DE PRUEBA 
 
Para demostrar los hechos y razones en que mi representada apoya su defensa, 
solicito al señor Juez se decreten y practiquen las siguientes pruebas: 
 
1.Documentales: 
 

1. Formulario de afiliación del año 2000 suscrito ante COLFONDOS S.A. 
2. Comunicación emitida por COLFONDOS S.A., de fecha 30 de julio de 2024 

en respuesta a la petición de la demandante. 
3. Reporte días acreditados en las administradoras. 
4. Reporte de la oficina de bonos pensionales del Ministerio de Hacienda. 
5. Reporte SIAFP de Asofondos. 
6. Extractos pensionales de abril de 2022 y enero de 2025. 
7. Pólizas de garantía suscritas en medio de la relación con la actora, con las 

siguientes aseguradoras: 
o ALIANZ SEGUROS S.A. NIT. 8.600.026.182-5 
o MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMOBIA S.A. NIT. 

860002180-7 
o COMPAÑÍA DE SEGUROS BOLIVAR S.A. NIT.  860002503 – 2. 

8. Condiciones generales de la póliza de garantía suscrita con BOLIVAR del 
2021 



  

 

2. Interrogatorio de parte:  
 

• A la señora CILIA MARITZA PINTO MORA para que, en audiencia, cuya fecha 
y hora se servirá usted de señalar, absuelva interrogatorio de parte que 
formularé oportunamente a su despacho, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 198 del Código General del Proceso. 

3.PRUEBAS EN PODER DE MI REPRESENTADA: Como expediente 
administrativo, se relacionaron las piezas documentales que obran en los aplicativos 
de la Entidad. 

 
VIII. NOTIFICACIONES Y DOMICILIOS 

 
COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS podrá ser notificado en el correo 
electrónico procesosjudiciales@colfondos.com.co, y dirección física Calle 67 # 7-94 
de la ciudad de Bogotá contact center: 6017484888 
 
La suscrita en la secretaria de su Despacho e igualmente en el correo, dirección y 
teléfono antedicho. 
 
Las demás partes, serán contactadas conforme a los datos personales 
suministrados por la contraparte. 
 
Finalmente, las litisconsortes necesarias, podrán notificarse en los siguientes 
correos electrónicos: 
 
 

o ALIANZ SEGUROS S.A.: servicioalcliente@allianz.co. 
o MAPFRE: njudiciales@mapfre.com.com     
o BOLIVAR: notificaciones@segurosbolivar.com 

 
IX. ANEXOS 

 
La totalidad de la prueba documental citada en el título de documentos, el certificado 
de existencia y representación legal de mi representada y el poder que me faculta.  
 
De la señora juez atentamente,  
 
 
 
 
PAOLA VANESSA MANRIQUE VILLANUEVA  
C.C. 53.011.652 de Bogotá 

T.P. 161.452 del C.S. de la Judicatura 
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PRUEBA 1 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



  

 

 
 
PRUEBA 2 

 
 



  

 



  

 

 



  

 



  

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



  

 

PRUEBA 3: REPORTE DIAS ACREDITADOS: Va en archivo pdf aparte para mayor 
legibilidad. 
 
PRUEBA 4 

 



  

 

 
 



  

 

 
 
 



  

 

PRUEBA 5 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



  

 

PRUEBA 6



  

 



  

 



  

 



  

 



  

 



  

 



  

 



  

 



  

 



  

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



  

 



  

 



  

 



  

 



  

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



  

 

PRUEBA 7 



  

 



  

 



  

 



  

 



  

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



  

 

PODER Y CORREO REMISORIO DEL MISMO 
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